
C.A. de Temuco
Temuco, once  de agosto de dos mil veinte.

VISTOS: 

1) Que,  comparece  do a  CAROL  DANIELA  ROCCOñ  

VELOZ, C dula Nacional de Identidad N 15.451.279-9, ingeniera ené °  

ejecuci n  agr cola,  domiciliada  en  San  Andr s  03570,  comuna  deó í é  

Temuco, interponiendo recurso de protecci n en contra del Instituto deó  

Desarrollo  Agropecuario  (INDAP),  representado  por  su  Director 

Nacional,  don  Carlos  Recondo  Lavanderos,  domiciliado  para  estos 

efectos, en calle Francisco Bilbao N  931, de la comuna de Temuco,°  

por   cuanto mediante    Resoluci n    de    la    Direcci nó ó  

Nacional   RA    N  166/238/2020, de fecha 06 de febrero de 2020,°  

la que le fue notificada por carta certificada  ingresada  a  las  oficinas 

de  Correos  de  Chile,  el  d a  10  de  febrero  de 2020, se orden  laí ó  

baja de grado de la Escala nica de Remuneraciones E.U.R. EstosÚ  

actos, constituyen una privaci n y perturbaci n en el leg timo ejercicioó ó í  

de los derechos y garant as reconocidos en el n mero 2, 16 y 24 delí ú  

art culo 19 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica de Chile (CPE),í ó í ú  

que garantiza a todas las personas, la igualdad ante la ley, la libertad 

de trabajo y establece la no discriminaci n en el trabajo, y el derecho aó  

propiedad.

LOS HECHOS.

En el mes de febrero de 2013, ingres  al Instituto de Desarrolloó  

Agropecuario  (INDAP),  bajo  la  modalidad  de  honorarios,  como 

profesional de soporte del programa PDTI.

El  1  de  febrero  del  2014,  luego de  estar  ejerciendo  bajo  la°  

modalidad contractual de honorarios labores propias de la instituci n,ó  

ingres  a la dotaci n a Contrata, asimilada al grado 13 de la Escalaó ó  

nica  de  Remuneraciones  E.U.R,  como  ejecutiva  integral  del  reaú á  

Temuco.

Transcurridos algunos meses desempe ando dicha funci n, fueñ ó  

trasladada para desempe ar labores en el rea Puerto Saavedra. En suñ á  
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oportunidad se le indic  que dicho cambio respond a a la falta personaló í  

en esa rea, acat  y acept  la nueva destinaci n, a pesar de la lejan aá ó ó ó í  

de su domicilio en la ciudad de Temuco.

En el a o 2016 como equipo de rea presentaron problemas deñ á  

tipo laboral con lo cual se realiz  un procedimiento llevado a cabo poró  

la ACHS. Producto de la situaci n antes se alada, se hicieron cambios,ó ñ  

entre otros, el cambio del entonces Jefe de rea, y se le solicit  asumirÁ ó  

la subrogancia de dicha jefatura, la que seg n se le indic  ser a por unú ó í  

per odo breve, sin embargo, se extendi  entre el 07 de marzo de  2016í ó  

hasta junio  de  2017.  Durante  todo  ese  per odo  estuvo  ejerciendoí  

como  subrogante  del  Jefe  De  rea  de  Puerto  Saavedra,  con  unaÁ  

asignaci n  de  grado  13  de  la  E.U.R.,  a  pesar  de  que  solicit  enó ó  

reiteradas ocasiones que se le asimilara al grado correspondiente a la 

jefatura que estaba subrogando, esto es grado 9, no se me asign  eló  

grado equivalente a la remuneraci n que percib a dicho profesional. Aló í  

respecto resulta importante hacer notar que el art culo 79 de la ley Ní ° 

18.834, Estatuto Administrativo, establece que la subrogaci n de unó  

cargo procede cuando no est  desempe ado efectivamente por el titularé ñ  

o suplente, a adiendo en el art culo 80 de la misma norma, que, parañ í  

estos efectos, asumir  las respectivas funciones, por el solo ministerio deá  

la  ley,  el  funcionario  de  la  misma  unidad  que  siga  en  el  orden 

jer rquico,  que  re na  los  requisitos  para  el  desempe o  del  cargo.á ú ñ  

Agrega el art culo 82, que el funcionario subrogante no tendr  derechoí á  

al sueldo del cargo que desempe e en calidad de tal, salvo si ste señ é  

encontrare vacante o si el titular del mismo, por cualquier motivo, no 

gozare de dicha remuneraci n, siempre que la subrogaci n tenga unaó ó  

duraci n superior a un mes.ó

En la especie se le debi  asignar el mismo grado del funcionarioó  

que ejerc a como titular de la Jefatura de rea, sin embargo, se leí Á  

mantuvo cumpliendo dichas funciones con grado 13.  Respecto a lo 

anterior la Contralor a General de la Rep blica ha se alado que: Ení ú ñ “  

este  contexto  y  efectuado  un  nuevo  estudio  de  la  normativa  y 
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jurisprudencia sobre la materia vigentes, es relevante precisar que el 

funcionario subrogante accede al sueldo del cargo que subroga, y no a 

la diferencia que existe entre ste y aquel que percibe por el puesto ené  

el cual es titular. Ello, considerando que la norma prevista en la ley N° 

18.834  otorga  este  derecho  en  esos  t rminos,  a  diferencia  de  loé  

dispuesto en el DFL N  338, de 1960, antiguo Estatuto Administrativo,°  

cuyo art culo 23 establec a  que el  subrogante  no tiene  derecho alí í “  

sueldo  del  empleo  que  desempe e  en  calidad  de  tal,  salvo  cuandoñ  

ning n empleado est  gozando de l, en cuyo caso ganar  la diferenciaú é é á  

entre ese sueldo y el asignado al cargo de que es titular . (Dictamen N” ° 

26.878 de fecha 11de abril de 2016 en www.contraloria.cl).

En  atenci n  al  hecho  de  que  sus  responsabilidades  comoó  

subrogante del jefe de rea se extendieron m s de lo que se le se al  alá á ñ ó  

momento de asumir, solicit  que se le nombrara como titular de dichoó  

cargo,  sin  embargo  se  nombr  a  un  nuevo  jefe  de  rea,  esta  vezó á  

asimilado al grado. A pesar de que lo anterior constituy  un acto deó  

discriminaci n injustificable, continu  comoó ó  ejecutiva del rea hasta elá  

d a 01 de septiembre del  2018, fecha en la que asumi  la  jefaturaí ó  

titular de rea, con una asignaci n degrado 9 de la E.U.R.á ó

Cumpli  dichas funciones hasta 14 de enero del 2019, fecha enó  

la  que se le inform  que se le  asignaban nuevas funciones  y  se  leó  

bajaba el grado a 10  de la E.U.R. Las nuevas funciones ordenadas°  

fueron  de  ejecutiva  integral  del  rea  de  Puerto  Saavedra,  en  esaá  

oportunidad firm  la aceptaci n del nuevo cargo. Cabe hacer notaró ó  

que en ese momento se le indic  que su rebaja a grado 10 se deb a aó í  

una propuesta a nivel nacional que regulariz  los grados, sin entregarleó  

otro  fundamento.  Respecto  a  este  punto,  resulta  imperativo  hacer 

presente,  que  nunca  se  le  notific  de  ninguna  resoluci n  queó ó  

dictaminara la baja de grado, s lo lo pudo apreciar por la rebaja queó  

sufri  en sus remuneraciones, es decir, se modificaron mis funciones deó  

jefa de rea y se procedi  a mi baja de grado sin que mediara actoá ó  

administrativo alguno.
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Con fecha 23 de enero del 2020 se presenta para su firma un 

documento  denominado  Aceptaci n  de  cargo ,  copia  del  cual  se“ ó ”  

acompa a en un otros , y en el que se indicaba que aceptaba el cargoñ í  

de profesional asimilado a grado 11  E.U.R, por asumir funciones de°  

Ejecutiva  de  Servicios  Integrales  en  el  rea  de  Puerto  Saavedra,  aá  

contar de la total tramitaci n del acto administrativo. Dicha aceptaci nó ó  

iba dirigida al Director Nacional de INDAP.

Como se  trataba  de  una  segunda baja  de  grado y  no hab aí  

ninguna expresi n de causa distinta que motivara la medida, es decir,ó  

cumplir funciones de Ejecutiva de Servicios Integrales en el rea deá  

Puerto Saavedra, lo que se hab a verificado en el mes de enero deí  

2019, con la respectiva baja de sus remuneraciones, se neg  a firmar eló  

documento.

Mediante carta certificada, ingresada a Correos de Chile,  con 

fecha 10 de febrero   de   2020,   se   le   notific    una   nuevaó  

resoluci n,   esta   vez   emanada   de   la Direcci n Nacional, signadaó ó  

como Resoluci n Exenta N  166/238/2020, de fecha 06 de febrero deó °  

2020,  mediante  la  cual  se  le  rebajaba  nuevamente  a  grado  10  de 

E.U.R. En ella, cita como fundamento el inciso 4 del art culo 10 delí  

Estatuto  Administrativo,  el  cual  establece  que  :  En  los  empleos  a“  

contrata la asignaci n a un grado ser  de acuerdo con la importanciaó á  

de  la  funci n  que se  desempe e  y con la  capacidad,  calificaci n  eó ñ ó  

idoneidad personal de quien sirva dicho cargo y, en consecuencia, les 

corresponder  el  sueldo  y  dem s  remuneraciones  de  ese  grado,á á  

excluyendo  toda  discriminaci n  que  pueda  alterar  el  principio  deó  

igualdad de trato entre hombres y mujeres”

A continuaci n, para fundar la resoluci n, se ala expresamente:ó ó ñ  

Que,  la  funcionaria,  Srta,  Carol  Daniela  Rocco  Veloz,  RUT“  

N 15.451.279-9,  cumpl a  las  funciones  de  Jefe  de  rea  de  Puerto° í Á  

Saavedra del Instituto de Desarrollo Agropecuario.

Que debido a la nueva estructura y a la nueva asignaci n deó  

jefaturas,  orientadas  a  las  actuales  pol ticas  institucionales,  la  Srta.í  
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Carol Daniela Rocco Veloz, fue asignada al rea de Puerto Saavedra,Á  

como Ejecutiva de Servicios Integrales grado 11 E.U.R.

Que,  las  labores  que  le  corresponder  realizar  son de  menorá  

complejidad, que las propias del Jefe de rea de Puerto Saavedra, porÁ  

ello se efectu  dicho cambio de grado .ó ”

Para  una  mejor  comprensi n  de  la  presente  acci n,  resultaó ó  

imprescindible analizar los puntos antes reproducidos, correspondiente 

a la resoluci n emanada de la Direcci n Nacional de INDAP.ó ó

1.- Llama la atenci n que el fundamento para justificar la bajaó  

de  grado,  de  10  a  grado  11,  parta  del  supuesto  que  desempe añ  

actualmente funciones de Jefe de rea de Puerto Saavedra del InstitutoÁ  

de Desarrollo Agropecuario,  cuesti n no tiene sustento alguno, puesó  

como se alara reiteradamente desde el 14 de enero del 2019, cumpleñ  

funciones de Ejecutiva de Servicios Integrales grado 10 de la E.U.R, 

por lo tanto la motivaci n del acto administrativo para fundamentar laó  

baja  de  su  grado,  parte  de  un  supuesto  f ctico  errado,  pues  dichoá  

cambio ya se produjo y como se alara anteriormente se dio por la v añ í  

de los hechos, sin mediar acto administrativo, y ahora nuevamente se 

pretende rebajarla de grado, utilizando como argumento el ejercicio de 

funciones que no cumple desde enero de 2019 y se le asigna labores 

que viene cumpliendo desde esa fecha.

Una revisi n simple del documento antes individualizado y queó  

se acompa a en un otros , permite verificar que el acto administrativoñ í  

impugnado carece absolutamente de fundamento.

2.-  De  la  arbitrariedad  y  falta  de  fundamento  del  acto 

administrativo objeto de la presenta acci n.ó

Existe  coincidencia  en  la  doctrina  y  la  jurisprudencia  tanto 

administrativa como judicial, que de acuerdo a la normativa vigente, 

los actos de la Administraci n P blica deben ser motivados, es decir,ó ú  

debidamente fundamentados con los razonamientos y los antecedentes 

en  que  se  apoya.  Es  decir,  no  basta  que  un  acto  se  encuentre 

amparado en determinadas potestades que le otorguen la ley u otras 
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normas reglamentarias, sino tambi n debe contar con los fundamentosé  

o criterios, ya sean jur dicos, administrativos o f cticos que justifiquení á  

la decisi n. Por ello, en la especie resulta necesario subrayar que unó  

examen de los argumentos esgrimidos en la Resoluci n de la Direcci nó ó  

Nacional RA N  N  166/238/2020, para fundamentar su decisi n de° ° ó  

bajar por segunda vez su grado de la E.U.R, adolece de motivos reales, 

lo que los lleva a concluir que estan en presencia de un acto arbitrario 

que carece de justificaci n.ó

Como cuesti n previa, resulta necesario aclarar que la falta deó  

fundamento es tan evidente, que se se ala como motivo principal parañ  

su baja de grado, que las labores que le corresponder  realizar son deá  

menor  complejidad,  que  las  propias  de  Jefa  de  rea,  asign ndoleÁ á  

nuevamente las funciones que viene cumpliendo hace m s de un a o.á ñ  

Por  lo  anterior,  resulta  absolutamente  il gico  que  la  supuesta  reó  

estructuraci n citada en la Resoluci n de la Direcci n Nacional, fueraó ó ó  

el fundamento central para ordenar el se alado cambio de grado.ñ

La falta de total relaci n entre el motivo esgrimido en el actoó  

administrativo y la    situaci n    antes    descrita,    s lo    permiteó ó  

colegir    que    se    trata    de    argumentos gen ricos utilizados ené  

todas las resoluciones que ordenan rebajar grados, sin atender a las 

circunstancias espec ficas de cada caso, lo que en ning n caso permiteí ú  

acreditar la necesidad de realizar por segunda vez una baja de grado, a 

mayor abundamiento, no existe ninguna relaci n l gica o argumentoó ó  

que permita conectar las razones esgrimidas en las consideraciones de 

la resoluci n con la conclusi n de sta. En ese sentido, resulta curiosoó ó é  

de que se cite el inciso 4 del art culo 10 del Estatuto Administrativo, elí  

cual establece que, en los empleos a contrata la asignaci n a un gradoó  

ser  de acuerdo con la importancia de la funci n que se desempe e yá ó ñ  

con la capacidad, calificaci n e idoneidad personal de quien sirva dichoó  

cargo  y,  en  consecuencia,  les  corresponder  el  sueldo  y  dem sá á  

remuneraciones  de  ese  grado,  excluyendo  toda  discriminaci n  queó  

pueda  alterar  el  principio  de  igualdad  de  trato  entre  hombres  y 
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mujeres,  sin hacer alusi n a un aspecto fundamental  establecido enó  

dicho art culo, esto es, la importancia de la funci n que se desempe eí ó ñ  

y con la capacidad, calificaci n e idoneidad personal de quien sirvaó  

dicho cargo.

As  las cosas, la resoluci n impugnada, no especifica, ni siquieraí ó  

da un indicio real, c mo la reestructuraci n aludida sustenta un nuevoó ó  

cambio de grado, al contrario, como se alara anteriormente, se tratañ  

de una supuesta reestructuraci n que resulta ajena a las funciones queó  

actualmente cumple.

Por ltimo, resulta necesario recalcar y en directa relaci n conú ó  

los hechos descritos en los p rrafos anteriores, la resoluci n reclamadaá ó  

s lo  contiene  argumentos  gen ricos,  que  establece  una  eventualó é  

reestructuraci n  sin  establecer  elementos  m nimos  en  cuanto  a  suó í  

contenido  y  la  forma  en  que  se  llevar  a  cabo,  y  por  qu  dichosá é  

cambios en materia de jefatura justifica una nueva baja de grado, en 

aquellas funcionarias, como en mi caso, que no ostentan ese tipo de 

cargos.

En conclusi n, ninguno de los hechos y argumentos esgrimidos,ó  

dan cuenta de la necesidad de realizar el cambio de grado anunciado, 

pues no contienen los fundamentos suficientes y efectivos, que permitan 

sustentar dichos actos.

El art culo 89 del Estatuto Administrativo, consagra el conceptoí  

de  estabilidad en el  empleo  para los  empleados  p blicos,  sin  hacerú  

distinci n respecto de ese derecho entre funcionarios de planta y deó  

contrata. Por su parte el art culo 10 inciso cuarto, de la mencionadaí  

ley dice que En los empleos a contrata la asignaci n a un grado ser“ ó á 

de acuerdo con la importancia de la funci n que se desempe e y conó ñ  

la capacidad, calificaci n e idoneidad personal de quien sirva dichoó  

cargo  y,  en  consecuencia,  les  corresponder  el  sueldo  y  dem sá á  

remuneraciones  de  ese  grado,  excluyendo  toda  discriminaci n  queó  

pueda  alterar  el  principio  de  igualdad  de  trato  entre  hombres  y 

mujeres.
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Lo anterior,  ha sido refrendado por los propios Tribunales de 

Justicia, en los siguientes t rminos:  Que no cabe discriminar entre losé ”  

empleados de planta y los contratados, porque el art culo 3 c) de dichaí  

legislaci n aborda la definici n del empleo a contrata  para todos losó ó “ ”  

efectos  de  la  misma,  luego  de  haberse  referido  a  conceptos  como 

cargo p blico  y planta de personal , lo que permite concluir que la“ ú ” “ ”  

voz empleo  que utiliza el art culo 89 es comprensiva del funcionario“ ” í  

que se desempe a a contrata .ñ “ ”

Que el trabajo es una instituci n amparada por la comunidadó  

jur dica universal en documentos tales como el Pacto Internacional deí  

Derechos  Econ micos,  Sociales  y  Culturales.  Cualquiera  sea  laó  

modalidad que asuma -v. g., funci n p blica en un Poder del Estado-ó ú  

le son aplicables principios que indiscutidamente lo informan, como el 

de la estabilidad, que el derecho chileno explicita y conforme al cual se 

regula su t rmino y limita el  mbito de la voluntad unilateral  paraé á  

extinguirlo . (Sentencia de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago,”  

de fecha 09.06.2014. N  18.331-2014).°

Dicho lo anterior, resulta importante se alar que existe consensoñ  

tanto  en  la  jurisprudencia  judicial  como  administrativa,  que  la 

autoridad  que  decide  unilateralmente  realizar  cambios  en  las 

condiciones  en  que  los  funcionarios  prestan  sus  servicios  debe 

manifestar esa decisi n a trav s de un acto administrativo debidamenteó é  

fundado y ajust ndose a la ley, lo que no ocurri  en el caso que nosá ó  

ocupa.

En  efecto,  la  ley  19.880,  sobre  Bases  de  los  Procedimientos 

Administrativos,  en  su  art culo  11,  instituye  el  Principio  deí  

Imparcialidad, en virtud del cual: La Administraci n debe actuar con“ ó  

objetividad  y  respetar  el  principio  de  probidad  consagrado  en  la 

legislaci n, tanto en la substanciaci n del procedimiento como en lasó ó  

decisiones que adopte.

Los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  deber n  siempreá  

expresarse  en  aquellos  actos  que  afectaren  los  derechos  de  los 
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particulares, sea que los limiten, restrinjan, priven de ellos, perturben o 

amenacen  su  leg timo  ejercicio,  as  como  aquellos  que  resuelvaní í  

recursos administrativos .”

La misma ley, en su art culo 41, al regular el contenido de laí  

resoluci n  final  del  procedimiento  administrativo,  ordena  que:  Lasó “  

resoluciones contendr n la decisi n, que ser  fundada.á ó á ”

De la norma antes citada se pueden destacar dos aspectos. El 

primero  es  que se  consagra  expresamente  la  facultad general  de  la 

administraci n de ejercer  sus  atribuciones  dentro del  mbito de susó á  

competencias.

En  segundo  lugar,  el  ejercicio  de  dicha  facultad  reconoce  el 

cumplimiento de ciertos requisitos y l mites que deben ser respetadosí  

por  la  autoridad  al  momento  de  proceder  a  dictar  un  acto 

administrativo,  dentro  de  los  cuales  se  encuentra  la  necesidad  de 

motivar sus actos.

En  la  misma  perspectiva,  en  forma  reiterada  la  Contralor aí  

General de la Rep blica se ha pronunciado en el sentido de entenderú  

que que la  dictaci n de actos  administrativos  que corresponden al“ ó  

ejercicio de potestades discrecionales -como el que se analiza-, exigen 

un especial y cuidadoso cumplimiento de la necesidad jur dica en queí  

se encuentra la Administraci n de motivar sus actos, lo que tiene poró  

objeto  asegurar  que  ellos  no  se  desv en del  fin  considerado por  laí  

normativa que confiere las respectivas atribuciones, esto es, que dichos 

actos cuenten con un fundamento racional y se encuentren plenamente 

ajustados  a  la  normativa  constitucional  y  legal  vigente.  A  mayor 

abundamiento,  cabe anotar,  que la  obligaci n mencionada obedece,ó  

asimismo, al  principio de juridicidad que, en un concepto amplio y 

moderno, conlleva la exigencia de que los actos administrativos tengan 

una motivaci n y un fundamento racional y no obedezcan al meroó  

capricho de la autoridad pues, en tal caso, resultar an arbitrarios y, porí  

ende, ileg timos. (Aplica Dictamen N  42.268, de 2004).í °
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Ahora bien, en lo que respecta al acto administrativo objeto de 

la presente controversia,  y como se pudo demostrar en los p rrafosá  

anteriores  sus  fundamentos  se  refieren  a  cuestiones  gen ricas,  siné  

motivaci n real, incluso se utiliz  un argumento que se contradice conó ó  

la  realidad  y  con  las  propias  decisiones  tomadas  por  la  autoridad 

recurrida, obviando un hecho sustancial, esto es que no ejerce labores 

de  Jefa  de  rea  de  Puerto  Saavedra,  por  lo  tanto  mal  podr a,Á í  

imput rseme como causal para la baja de grado, la supuesta asignaci ná ó  

de nuevas funciones, como reza la resoluci n impugnadaó

Por  la  importancia  que  reviste  este  punto,  y  por  la  evidente 

carencia de motivos reales utilizados por la autoridad para justificar su 

decisi n,  y  que  quedan  en  evidencia  de  la  simple  lectura  de  laó  

resoluci n impugnada, se permite reproducir parte de una sentenciaó  

pronunciada por la Excma. Corte Suprema, y que grafica en forma 

muy l cida, los supuestos para considerar que la autoridad ha actuadoú  

en forma ilegal y arbitraria.

Que,  toda  modificaci n  del  grado  en  que  se  encuentra“ ó  

asimilado un funcionario debe ajustarse a lo dispuesto en el art culo 11í  

inciso segundo de la ley 19.880, que establece la obligaci n de motivaró  

en el mismo acto administrativo la decisi n, mencionando los hechos yó  

fundamentos  de  derecho,  en  el  caso  que  afectare  los  derechos  o 

prerrogativas de las personas. A su turno, tambi n el art culo 41 incisoé í  

cuarto del mismo texto legal dispone que las resoluciones contengan la 

decisi n,  que  ser  fundada.  Proceder  que,  por  lo  dem s,  se  haceó á á  

enteramente exigible por mandato del art culo 8  de la Constituci ní ° ó  

Pol tica de la Rep blica.í ú

Por  otra  parte,  nuestro  m ximo  Tribunal  de  Justicia,  haá  

dictaminado que    la circunstancia de que cada vez que el recurrente 

ha sido nombrado a contrata   en calidad de profesional a contar del 1 

de septiembre de 2014 sus funciones hayan sido asimiladas al grado 8° 

de  la  Escala  nica  de  Sueldos,  gener  a  su  respecto  la  confianzaÚ ó  

leg tima  de  que  las  sucesivas  pr rrogas  de  su  contrataci n  comoí ó ó  
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profesional se realizar an en los mismos t rminos, esto es, conservandoí é  

igual calificaci n remuneracional en tanto no var en las circunstanciasó í  

de hecho tenidas a la vista al efectuar su nombramiento, sin que en la 

situaci n en examen ello haya acontecido, desde que la autoridad nió  

siquiera ha invocado una modificaci n de esa clase como sustento deó  

su determinaci n. (Sentencia de la Excma. Corte Suprema, de fechaó  

seis  de agosto de dos mil  diecinueve,  en causa Rol N  8.827-2019.°  

www.pjud.cl).

En  este  caso,  y  al  contrario  de  lo  que  sostiene  el  acto 

administrativo cuestionado, no se encuentro desarrollando labores de 

direcci n,  jefatura  de  ninguna especie,  por  lo  tanto  las  condicionesó  

actuales en la que desempe a sus labores son las mismas que dichoñ  

acto administrativo pretende asignarle.

Acerca de los derechos constitucionales conculcados.

Art culo  19  N  2 de  la  CPE:  Ni  la  ley  ni  autoridad algunaí °  

podr n establecer diferencias arbitrarias.á ”

El principio de igualdad ante la ley antes reproducido, significa 

que  ante  similares  circunstancias,  deben  entregarse  respuestas 

semejantes, y viceversa, es decir, en situaciones desiguales deben darse 

respuestas diferentes. En virtud de ello, la administraci n est  obligadaó á  

a no establecer diferencias arbitrarias.  Por ello,  para las autoridades 

p blicas,  no  les  est  permitido  otorgar  tratamientos  desiguales  aú á  

situaciones  jur dicamente  equiparables,  sin  que  existan  razonesí  

objetivas  que  justifiquen  ese  trato  diferenciado,  pues  es  la  propia 

Constituci n,  la  que  instituye  la  prohibici n  de  establecer  unaó ó  

desigualdad  de  trato  no  razonable,  que  permitan  implantar 

preferencias o exclusiones arbitrarias.

Lo  anterior,  constituye  un  l mite  a  la  discrecionalidadí  

administrativa, pues exige que la medida adoptada, que en la especie se 

manifiesta en la dictaci n del acto administrativo objeto del presenteó  

recurso,  que ordena modificar el  grado de la  E.U.R.,  que le fuera 

fijado por el a o 2019,   no puede ser irracional o producto de unñ  
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mero  capricho,  lo  que  supone  la  necesidad  de  motivaci n  yó  

fundamentaci n del acto administrativo, cuesti n que en este caso noó ó  

aparece en la resoluci n cuestionada, como lo explicara latamente enó  

los p rrafos anteriores.á

Las ideas antes planteadas, tambi n se encuentran reconocidasé  

en  nuestra  legislaci n,  no  s lo  en las  normas  citadas  de  la  ley  Nó ó ° 

19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.

En efecto, el art culo n  2  de la ley  18.575, Bases Generalesí ° º “  

de la Administraci n del  Estado, prescribe que: Los rganos de laó “ ó  

Administraci n del Estado someter n su acci n a la Constituci n y aó á ó ó  

las leyes.

Deber n  actuar  dentro  de  su  competencia  y  no tendr n  m sá á á  

atribuciones  que  las  que  expresamente  les  haya  conferido  el 

ordenamiento  jur dico.  Todo abuso  o  exceso  en el  ejercicio  de  susí  

potestades dar  lugar a las acciones y recursos correspondientes .á ”

Asimismo, el art culo 13 de la misma norma, dispone que: Losí “  

funcionarios  de  la  Administraci n  del  Estado  deber n  observar  eló á  

principio de probidad administrativa y, en particular, las normas legales 

generales y especiales que lo regulan.

La funci n p blica se ejercer  con transparencia, de manera queó ú á  

permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos 

y fundamentos de las decisiones que se adopten en ejercicio de ella.

En la especie, en un examen detallado del acto administrativo 

refutado, no aparecen los motivos reales que llevaron a la autoridad a 

rebajar  su  grado.  Esta  carencia  de  motivos,  es  lo  que  los  lleva  a 

concluir que est n en presencia de un acto arbitrario que carece deá  

justificaci n, m s a n que resulta evidente que se actu  en forma taló á ú ó  

que dio un tratamiento distinto y sin justificaci n racional a algunosó  

funcionarios respecto a los otros que no fueron objeto de estos cambios, 

a pesar de que se les asignaron funciones similares.

 En una sentencia de la Corte Suprema, se hace referencia a lo 

afirmado anteriormente, se alando que: Que como consecuencia delñ “  
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referido  actuar  arbitrario  de  la  Administraci n,  se  ha  vulneradoó  

respecto del actor la garant a fundamental de la igualdad ante la ley,í  

en tanto fue objeto de un trato discriminatorio en relaci n a aquellasó  

personas  que,  contratadas  en  similares  o  iguales  condiciones,  no  se 

vieron sometidas a una decisi n como la que se consigna.  (Sentenciaó ”  

pronunciada por la Excma. Corte Suprema en Recurso de Protecci nó  

Rol N  35.196-2016., de fecha 03 de octubre de 2017. www.pjud.cl).°

Art culo 19 N 16 La libertad de trabajo y su protecci n. Todaí ° “ ó  

persona tiene derecho a la libre contrataci n y a la libre elecci n deló ó  

trabajo con una justa  retribuci n .  Asimismo,  en su inciso  segundoó ”  

dispone lo siguiente: Se proh be cualquiera discriminaci n que no se“ í ó  

base en la capacidad o idoneidad personal, sin perjuicio de que la ley 

pueda exigir la nacionalidad chilena o l mites para determinados casosí ” 

De lo anterior, se colige que nuestra Constituci n proh be los actosó í  

discriminatorios  en  el  mbito  laboral,  y  la  nica  forma  deá ú  

discriminaci n tolerada ser  la capacidad o idoneidad personal , laó á “ ”  

que en concordancia con las normas antes citadas, debe evaluarse con 

criterios objetivos y transparentes.

En  la  misma  l nea,  el  art culo  17  inciso  del  Estatutoí í  

Administrativo  prescribe:   Proh base  todo  acto  de  discriminaci n“ í ó  

arbitraria que se traduzca en exclusiones  o restricciones,  tales como 

aquellas basadas en motivos de raza o etnia, situaci n socioecon mica,ó ó  

idioma, ideolog a u opini n pol tica, discapacidad, religi n o creencia,í ó í ó  

sindicaci n o participaci n en organizaciones gremiales o la falta deó ó  

ellas, sexo, orientaci n sexual, identidad de g nero, estado civil, edad,ó é  

filiaci n,  apariencia  personal  o  enfermedad,  que  tengan  por  objetoó  

anular o alterar la igualdad de oportunidades o trato en el empleo.

Como  se alara  en  el  relato  de  los  hechos,  la  autoridad  noñ  

recurri  a ning n antecedente objetivo para determinar su idoneidadó ú  

en  el  desarrollo  de  sus  labores,  en  circunstancias  que  pudo  haber 

consultado  las  calificaciones  que  la  situaron  en  lista  1,  o  el 

cumplimiento de las labores que la nueva autoridad le encomend  yó  
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que fueron cumplidas a cabalidad y en especial que resulta imposible 

que se desconozca las funciones que actualmente cumple y se confunda 

con el supuesto ejercicio de labores de jefe de rea.á

Art culo  19  N  24,  el  derecho  de  propiedad  en  sus  diversasí °  

especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales.

En la especie, a trav s de un acto arbitrario e ilegal se la privaé  

del derecho a la totalidad de remuneraciones que deb a percibir porí  

todo el  per odo que contemplaba la  renovaci n de su contrato,  ení ó  

concordancia con el grado que fue asignado. En esta l nea, han sido losí  

propios  tribunales  de  justicia  que  han  expresado  que,  ...de  la“  

ilegalidad  y  arbitrariedad  se  sigue  directo  e  inmediato  atentado  al 

derecho que el ac pite 24  del art culo 19 de la carta reconoce a todasá ° í  

las  personas,  relativo a la propiedad sobre los intereses  anejos  a su 

empleo, prerrogativa sta que, a juicio de esta Corte, la judicatura esté á 

en el deber de preservar. Es de recordar en este plano que el derecho a 

percibir la remuneraci n asignada, constituye un bien resguardado poró  

el derecho y que pertenece al orden p blico econ mico, porque formaú ó  

parte del patrimonio personal, del patrimonio social y del patrimonio 

pecuniario  del  sujeto.  Ya  en  el  primero  de  los  art culos  de  laí  

constituci n se proclama el anhelo del crecimiento de toda persona enó  

una  escalada  de  realizaciones  en  las  que  el  trabajo  juega  un  rol 

protag nico; y, como no pod a ser menos, no se piensa en el individuo,ó í  

sino  en  la  persona,  que  se  distingue  de  aqu l  por  su  sentido  deé  

integraci n  e  identidad  social,  en  importante  grado  forjada  en  eló  

servicio a la comunidad nsito en el empleo p blico. Aparte de taní ú  

elevados bienes  incorporales,  por cierto susceptibles  de la propiedad 

que  la  constituci n  garantiza  a  toda  persona,  est  el  nivel  de  loó á  

pecuniario,  que en una situaci n  como la  de autos  se  asocia  a  lasó  

seguridades que proporciona al funcionario. (Corte de Apelaciones de 

Santiago, sentencia dictada en    N  Protecci n 19.218-2014).° ó

Pide, se acoja el recurso y en definitiva que se deje sin efecto el 

acto impugnado y se ordene que se conserve el grado que le fuere 
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asignado  en  enero  de  2019,  ratificado  por  la  renovaci n  para  eló  

per odo 2020, en su calidad de profesional en INDAP Regi n de Laí ó  

Araucan a, o lo que S.S. Ilma. determine, con costas.í

2) Que comparece don ALVARO LINO DANIEL MORALES 

MARILEO, abogado, C.I. N  15.229.036-5, FRANCISCO IGNACIO°  

CASANOVA  GODOY,  abogado,  C.I.  N  17.235.000-3,  y  JOS° É 

FRANCISCO GARC A CANDIA, abogado, C.I. N  16.405.282-6, enÍ °  

representaci n  procesal,  seg n  se  acreditar ,  del  INSTITUTO DEó ú á  

DESARROLLO AGROPECUARIO  INDAP.–

ANTECEDENTES  SOBRE  LA  CONTRATACI N  DE  LAÓ  

RECURRENTE.

Es dable indicar que efectivamente do a Carol Daniela Roccoñ  

Veloz es funcionaria del Instituto de Desarrollo Agropecuario, siendo 

designada  a  contrata  en  diferentes  funciones,  seg n  indica  en  laú  

siguiente cronolog a para vuestra mejor ilustraci n:í ó

• Ingresa como Funcionaria de INDAP el 01 de febrero de 

2014, como Ejecutiva de Servicios Integrales, Grado 13, en el rea deÁ  

Temuco, seg n Resoluci n 113, de fecha 07 de febrero de 2014, delú ó  

Subdirector Nacional,  tomada de raz n con fecha 04 de Marzo deó  

2014.

• Que,  posteriormente  desde el  06 de junio de 2014,  fue 

destinada como Ejecutiva  de Servicios  Integrales  en la  Comuna de 

Saavedra,  constando solicitud  mediante  Carta  N  03093,  de  06 de°  

Junio  de  2014,  del  Director  Regional  de  la  poca,  y  Carta  deé  

Aceptaci n de Cargo de la misma fecha de la funcionaria.ó

• Desde el 01 enero al 31 diciembre de 2015, se desempe añ  

como profesional, Ejecutiva de Servicios Integrales en la Comuna de 

Saavedra, Grado 13, seg n Resoluci n Exenta RA N  166/120/2014,ú ó °  

de fecha 30 de diciembre de 2014, tomada de raz n con la mismaó  

fecha.
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• Desde el 01 enero al 31 diciembre de 2016, se desempe añ  

como profesional, Ejecutiva de Servicios Integrales en la Comuna de 

Saavedra, Grado 13  EUR, seg n   Resoluci n   Exenta   RA   N° ú ó ° 

166/170/2016,   de   fecha   05   de   febrero   de 2016, tomada de 

raz n con la misma fecha.ó

• Desde el 01 enero al 31 diciembre de 2017, se desempe añ  

como profesional, Ejecutiva de Servicios Integrales en la Comuna de 

Saavedra, Grado 13, seg n Resoluci n Exenta RA N  166/357/2017,ú ó °  

de fecha 31 de marzo de 2017, tomada de raz n con la misma fecha.ó

• Desde el 01 enero al 31 diciembre de 2018, se desempe añ  

como profesional, Ejecutiva de Servicios Integrales en la Comuna de 

Saavedra, Grado 13, seg n Resoluci n Exenta RA N  166/294/2018,ú ó °  

de fecha 8 de febrero de 2018, tomada de raz n con la misma fecha.ó

• Que, mediante Resoluci n Exenta RA N  166/43/2019,ó °  

de fecha 15 de enero de 2019, registrada con la misma fecha, se le 

prorroga  su  contrata  para  el  a o  2019  en  Grado  13  EUR,ñ °  

permaneciendo como profesional Ejecutiva de Servicios Integrales en la 

Comuna de Saavedra.

• Que, mediante Resoluci n Exenta N  131985, de 11 deó °  

Septiembre de 2018, de la Directora Regional, se le pone t rmino a susé  

funciones  de  Ejecutiva  de  Servicios  Integrales  en  la  Comuna  de 

Saavedra, design ndosele Jefa de rea de Puerto Saavedra, en Gradoá Á  

9  EUR, a  partir  del  01 de Septiembre  de 2018.  Consta  carta  de°  

aceptaci n de cargo respectiva, de Septiembre de 2018.ó

• Que, mediante Resoluci n Exenta N  002742, de 16 deó °  

Enero de 2019, de la Directora Regional, se le pone t rmino a susé  

funciones de Jefa de rea de Puerto Saavedra, en Grado 9  EUR, y seÁ °  

le asignan funciones de Ejecutiva de Servicios Integrales en la Comuna 

de Saavedra, a partir del 14 de Enero de 2019, las que comenz  aó  

desempe ar con esa misma fecha.ñ

• Con  fecha  08  de  noviembre  de  2019,  por  Resoluci nó  

Exenta  RA N  166/1360/2019,  registrada  con  la  misma  fecha,  se°  
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procede a designar a contrata a la funcionaria como Jefa de rea delÁ  

rea  de  Saavedra,  con  Grado  9  EUR,  regularizando  el  per odoÁ ° í  

comprendido entre el 01 de septiembre de 2018 y 31 de diciembre de 

2018.

• Con  fecha  08  de  noviembre  de  2019,  por  Resoluci nó  

Exenta  RA N  166/1372/2019,  registrada  con  la  misma  fecha,  se°  

procede a designar -err neamente- a contrata a la funcionaria comoó  

Jefa de rea del rea de Saavedra, con Grado 9  EUR, regularizandoÁ Á °  

el  periodo  comprendido  entre  el  01  de  Enero  de  2019  y  31  de 

diciembre de 2019, siendo que -como se expres - el 14 de Enero deó  

2019 hab a dejado sus funciones como Jefa de rea de Saavedra y seí Á  

desempe  durante  todo  el  a o  2019  como  Ejecutiva  de  Serviciosñó ñ  

Integrales en la Comuna de Saavedra.

• Que,  habi ndose advertido el  error  en la designaci n aé ó  

contrata en un grado no acorde a las funciones que se cumpl an en losí  

hechos, con fecha 23 de enero de 2020, se le intenta notificar a la 

funcionaria de su nuevo grado 11  EUR, grado acorde a las funciones°  

de menor complejidad que se encontraba desempe ando desde el 14ñ  

de Enero de 2019, neg ndose la funcionaria a firmar la aceptaci n delá ó  

cargo.  Se  despach  notificaci n  v a  carta  certificada  con  Gu a  deó ó í í  

Admisi n SISVE 522533574, de Correos de Chile, de 24 de Enero deó  

2020.

• Luego,  mediante  Resoluci n  Exenta  RA  Nó ° 

166/237/2020,  de  fecha  06  de  febrero  de  2020,  registrada  con  la 

misma fecha, se indic  -err neamente, en una resoluci n masiva- queó ó ó  

se prorrogaba la contrata de la profesional en Grado 10  EUR para el°  

a o 2020.ñ

• Inmediatamente despu s, mediante Resoluci n Exenta RAé ó  

N  166/238/2020, de fecha 06 de febrero de 2020, registrada con la°  

misma fecha, se regulariz  lo respectivo, design ndose a la profesionaló á  

a contrata como Ejecutiva de Servicios Integrales en la Comuna de 

Saavedra,  en  Grado  11  EUR desde  esa  fecha  y  hasta  el  31  de°  
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Diciembre del a o 2020. Conforme a ello, y como se expresa en lañ  

resoluci n,  de  acuerdo  al  Dictamen  N  013712  del  2018  de  laó °  

Contralor a General de la Rep blica, y el Art. 16. De la Ley 18.834 seí ú  

prev  que los nombramientos regir n a partir de la fecha se alada ené á ñ  

el respectivo decreto o resoluci n o desde la total tramitaci n del actoó ó  

administrativo ante el rgano contralor, y que si el acto administrativoó  

ordenare la asunci n de funciones en una data anterior a la de su totaló  

tramitaci n, ello deber  hacerse en sta ltima fecha. Dicha resoluci nó á é ú ó  

se le notific  mediante Carta N  006855, de 10 de Febrero de 2020,ó °  

del  Jefe  de  la  Unidad de  Personas  Regional,  despachada  v a  cartaí  

certificada con Gu a de Admisi n SISVE 527983367, de Correos deí ó  

Chile, de la misma fecha. Por tanto s lo a partir del mes de Febrero seó  

le comenzar  a pagar a la funcionaria en el grado 11 EUR.á

 Que, por tanto, en lo sucesivo la funcionaria se desempe ar• ñ á 

como  profesional  Grado  11  EUR,  siendo  sus  funciones  las  de°  

Ejecutiva Integral de Servicios en el rea de Puerto Saavedra.á

III. MARCO JUR DICO APLICABLE Y RELACI N ANTEÍ Ó  

PETICIONES DE LA RECLAMANTE

Que,  la  Acci n  de  Protecci n  enarbolada  por  la  recurrente,ó ó  

rese a los cambios de grado y funciones que la misma ha tenido.ñ

Que, es este mismo texto el que indica que la funcionaria pasó 

desde  Ejecutiva  de servicios  integrales  en el  rea  de Temuco a laÁ  

comuna de Saavedra, donde manten a el mismo cargo hasta que pasí ó 

a  desempe arse  como  como  Jefa  de  rea  de  Saavedra  el  01  deñ Á  

Septiembre de 2018 y hasta el 14 de Enero de 2019. Luego volvi  aó  

desempe arse  como  ejecutiva  de  servicios  integrales  en  el  reañ á  

Saavedra.

Que, la actual asignaci n de funciones de ejecutiva de serviciosó –  

integrales-  es  absolutamente  pertinente,  toda  vez  que  sta  tiene  elé  

car cter de profesional.á

Respecto a la decisi n en controversia relativa al grado asignado,ó  

se hace presente que es facultad de la autoridad poner t rmino a lasé  
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funciones encomendadas y asignar otras a un funcionario, siempre que 

se respete su estamento. En ese sentido, no se vislumbra c mo se haó  

vulnerado los derechos de la funcionaria al cambiarla de funciones -y 

por  tanto  de  grado-  si  conserva  entre  sus  labores  la  de  apoyo 

profesional en el rea Saavedra. Esto se ajusta con el art culo 73 incisoá í  

primera  parte  de  la  ley  18.834,  sobre  Estatuto  Administrativo,  que 

se ala:ñ

Art culo  73:  Los  funcionarios  solo  podr n  ser  destinados  a“ í á  

desempe ar  funciones  propias  del  cargo  para  el  que  han  sidoñ  

designados dentro de la instituci n correspondiente.ó ”

En este caso, la funcionaria como se ha expuesto- ha concluido–  

con sus funciones de jefatura   y   se   le   ha   designado   para  

ejercer   funciones   como   Ejecutiva   de   Servicios Integrales dentro 

de la misma Instituci n, inclusive en la misma rea, volviendo a lasó á  

funciones que ten a previamente a detentar el cargo de Jefatura.í

Respecto al cambio de grado aparejado al cambio de funciones 

rese ado, es necesario hacer presente que en nuestro sistema estatutarioñ  

el  funcionario  no  es  due o  del  grado,  sino  que  ste  se  asociañ é  

estrictamente  a  las  funciones  que  realiza  y  a  las  responsabilidades 

relacionadas con stas. En efecto el art culo 10 de la ley 18.834 se alaé í ñ  

en su inciso 4:

En los empleos a contrata la asignaci n a un grado ser  de“ ó á  

acuerdo con la importancia de la funci n que se desempe e y con laó ñ  

capacidad, calificaci n e idoneidad personal de quien sirva dicho cargoó  

y,  en  consecuencia,  les  corresponder  el  sueldo  y  dem sá á  

remuneraciones de ese grado, excluyendo toda la discriminaci n queó  

pueda  alterar  el  principio  de  igualdad  de  trato  entre  hombres  y 

mujeres”

Del  mismo  modo  los  dict menes  42.279/2014,  83.902/2014,á  

indican que la respectiva  autoridad debe ponderar  en cada caso la 

procedencia  de un aumento  o una rebaja del  grado de asimilaci nó  

conforme a la importancia de la labor que desempe e y a la capacidad,ñ  
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calificaci n e idoneidad personal de cada servidor, sin que la inclusi nó ó  

en el correspondiente listado conlleve una obligaci n de concederlosó  

para  esta.  Por  otro  lado  los  dict menes  782/2017,  83.332/2016,á  

72.732/2016, aclaran que, conforme con lo previsto en el art culo 10í  

de la ley 18.834, los empleos a contrata carecen de un grado espec fico,í  

correspondiendo a la autoridad determinar seg n la importancia de lasú  

funciones, el grado al que se asimilar  la respectiva designaci n, de loá ó  

que  se  desprende  que  la  decisi n  de  no  mantener  las  condicionesó  

fijadas en un desempe o previo, no puede ser objeto de reproche.ñ

Que, si extrapolamos lo expuesto precedentemente a la situaci nó  

planteada por la recurrente, tenemos que la rebaja de grado obedece a 

un cambio de funciones, donde el nuevo grado est  acorde al m ritoá é  

del nuevo cargo. No se puede pretender que se mantenga el grado que 

se pose a como Jefa de rea, dado que al dejar de detentar ese cargoí Á  

cesaron inmediatamente las responsabilidades y tareas que justificaban 

que la funcionaria detentara dicho grado superior, correspondiendo –

por ende- que el grado se ajuste a las nuevas funciones de ejecutiva de 

servicios integrales en el marco de la Pol tica de Personas Institucional.í  

Que, transitoriamente se hayan registrado errores involuntarios   en 

las   designaciones   a   contrata,   considerando   equivocadamente 

que permanec a en el cargo de Jefa de rea durante el a o 2019, noí Á ñ  

justifica  que  en  los  hechos  la  funcionaria  se  haya  transformado en 

propietaria  de  dicho  grado,  siendo  a  criterio  de  esta  autoridad-–  

siempre posible y adem s necesario regularizar lo respectivo, asignandoá  

el grado que corresponde conforme a criterios institucionales relativos a 

la labor en desempe o.ñ

En efecto, seg n la Pol tica de Personas Vigente, en su p gina Nú í á ° 

15, N  3) Pol tica de Remuneraciones y Movilidad Interna, letra a)° í  

Establecimiento de una estructura de grados indica:

Se propiciar  la retribuci n del desempe o de manera similar“ á ó ñ  

para cargos y funciones homologables, estableciendo una estructura de 

grados con pisos y techos para cada cargo y/o funci n. La Instituci nó ó  
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ejecutar  las  acciones  de  este  proceso,  resguardando  siempre  elá  

principio  de  equidad,  coherencia  y  flexibilidad,  orientado  a 

proporcionar un trato justo en t rminos econ micos a cada uno de losé ó  

funcionarios por su trabajo ejecutado, seg n perfiles de cargo, funcionesú  

y competencias.

En el caso de los cargos de jefaturas, se establecer  que una vezá  

que el funcionario deja de ocupar el cargo, podr  volver a un gradoá  

acorde  a  la  nueva  funci n  a  desempe ar  o  su  grado  anterior,ó ñ  

dependiendo del caso.

La provisi n de cargos a contrata, no podr  realizarse en gradosó á  

inferiores a los siguientes, seg n el estamento:ú

Que, tal como se puede apreciar, la Funcionaria toma un Grado 

11 y no un Grado 13 como piso del estamento Profesional y que por–  

lo dem s- era su grado de ingreso. Al cesar sus funciones de Jefatura á –

que, valga decir dur  s lo 5 meses- y asumiendo una funci n de menoró ó ó  

complejidad dentro de su estamento profesional, como es la Ejecutivo 

de Servicios Integrales, el Grado 11 asignado es completamente acorde 

a la Pol tica de Personas Institucional y a la realidad de distribuci n deí ó  

grados al interior del Servicio.

Todas las argumentaciones de esta parte, tienen su respaldo -en 

una  interpretaci n  a  contrario  sensu-  en  un  reciente  fallo  de  laó  

Excelent sima Corte Suprema, causa Rol 12.589-2019.í

Es decir, no se cumple en el caso de marras con el presupuesto 

f ctico asentado por la Excelent sima Corte Suprema en el fallo citado,á í  

la cual indic  que si el funcionario ha sido renovado por m s de 4 a osó á ñ  

en un grado, no puede la autoridad rebajar su grado en la renovaci nó  

siguiente, ya que ha nacido para el funcionario la confianza leg tima deí  

mantener su posici n. Cabe agregar, que se trataba de un funcionarioó  

con m s de 10 a os de servicio en el caso del fallo transcrito.á ñ

Como  puede  advertirse  entonces,  el  Instituto  de  Desarrollo 

Agropecuario, ha cumplido a cabalidad lo indicado por la normativa 
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vigente, tanto Estatutaria como interna, actuando adem s de acuerdo aá  

la jurisprudencia administrativa   y judicial.

IV. COMENTARIOS        RESPECTO        A        LAS 

PRESUNTAS         GARANT AS  CONSTITUCIONALESÍ  

VULNERADAS

Art culo 19 N  2: El principio de igualdad ante la ley.í °

Dado que INDAP ha procedido de la misma manera para todos 

aquellos funcionarios en la misma situaci n, no se puede colegir comoó  

ha  existido  por  parte  del  Servicio  una  vulneraci n  de  la  garant aó í  

constitucional se alada. Por lo dem s, en relaci n con esta garant a deñ á ó í  

igualdad ante la ley, la recurrente le asisti  el derecho de impugnar laó  

decisi n de la autoridad por medio de los recursos administrativos queó  

establece nuestra legislaci n.ó

Art culo 19 N  16: Libertad de trabajo y su protecci n.í ° ó

En  cuanto  a  esta  supuesta  vulneraci n,  y  como  ya  se   haó  

indicado  en  apartados  anteriores,  los  antecedentes  de  su  rebaja  de 

grado  y  cambio  de  funciones,  obedecen  a  circunstancias  objetivas, 

debidamente  respaldadas.  La recurrente  no puede pretender  que  la 

autoridad  no  pueda  disponer  de  su  capacidad  profesional,  con 

funciones y responsabilidades tambi n diferentes a las que ten a comoé í  

Jefa de rea.Á

Art culo 19 N  24: El derecho de propiedad.í °

Respecto del empleo o cargo no reviste el car cter de ser, seg ná ú  

su significado legal, un derecho de propiedad de aquellos que recaen 

sobre cierta clase de bienes incorporales y del cual pueda ser privado 

para  reclamar  de  protecci n,  como  quiera  que  no  podr a  verseó í  

afectado su ejercicio respecto de ning n atributo o potestad de los queú  

son esenciales al dominio, como lo establece el precepto del N  24 del°  

art culo 19 de nuestra Constituci n Pol tica, dado que no tiene en s  lasí ó í í  

facultades que son inherentes  y que singularizan a la  propiedad, ni 

menos  puede  ser  objeto  de  un  acto  jur dico  que  le  reporte  alg ní ú  
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beneficio  para  disponer  del  mismo  con  alguna  utilidad  que  tenga 

significado jur dico.í

Al  respecto  se  debe  agregar  que  puede  controvertirse  la 

naturaleza de derecho indubitado de la propiedad del recurrente sobre 

sus remuneraciones y su cargo a contrata. En ese concepto para ser–  

ilustrativos-  nos  remitiremos  a  citar  al  abogado  Andr s  Bordalé í 

Salamanca,  profesor  de  Derecho  Procesal  y  Constitucional  de  la 

Universidad Austral de Chile, en su art culo Las apariencias del buení “  

derecho en recurso de protecci n , que en lo pertinente expresa:ó ”

As  como en la tutela cautelar tradicional del proceso civil los“ í  

tribunales acceden a decretar medidas cautelares bajo el concepto de 

verosimilitud de los hechos afirmados y no de verdad sobre los mismos, 

y bajo el supuesto de apariencia de buen derecho (fumus boni iuris), en 

sede de protecci n como procedimiento cautelar aut nomo, las Cortesó ó  

han construido un t rmino semejante al fumus boni iuris, que se loé  

denomina existencia de un derecho indubitado o indiscutido.

Este t rmino requiere de ciertas precisiones. En primer lugar, sié  

se trata de derechos fundamentales, stos en esencia son indiscutidos oé  

indubitados.  A  diferencia  de  los  derechos  subjetivos  privados  que 

surgen  de  la  autonom a  privada  mediante  actos  negociales  comoí  

contratos, donaciones, testamentos, o bien de sentencias y de decisiones 

administrativas,  los derechos fundamentales tienen su t tulo y origení  

inmediatamente en una norma jur dica, esto es, son conferidos a trav sí é  

de reglas jur dicas, de rango habitualmente constitucional.í

Esto  quiere  decir  que  lo  discutido  no  puede  versar  sobre  el 

derecho  fundamental  mismo,  pues  ste  es  inherente  a  la  personaé  

humana. Lo que sucede es que el Recurso de Protecci n se utiliza enó  

muchas  ocasiones  para  derechos  que  pueden  ser  considerados  m sá  

como  derechos  patrimoniales  que  derechos  fundamentales,  como 

sucede con la propiedad, sin que perjuicio de que en nuestra dogm ticaá  

constitucional no exista duda alguna que la propiedad es un derecho 

fundamental.
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As  lo ha reconocido recientemente la Corte de Apelaciones deí  

Temuco por sentencia de 16 de octubre de 2014, rol 2355-14, la que 

ha sostenido que: 4 . Es indispensable que quien lo intente [el recurso°  

de  protecci n]  acredite  la  existencia  de  un  derecho  actual  que  loó  

favorezca,  que  est  claramente  establecido  y  determinado  [ ] .  5é … ” ° 

[ ] para que el recurso de protecci n sea acogido, es necesario que“ … ó  

los hechos en que se hace consistir la arbitrariedad o ilegalidad, est né  

comprobados  y  que con estos  hechos  se  haya  sufrido  perturbaci n,ó  

privaci n o amenaza en el ejercicio leg timo de las garant as y derechosó í í  

que la Constituci n asegura y que son los enumerados taxativamenteó  

en el art culo 20 de este cuerpo legal .í ”

Lo  anterior  quiere  decir  que  no  se  pueden  resolver  v aí  

protecci n  cuestiones  donde  el  derecho  no  tenga  su  base  en  laó  

Constituci n  y  necesite  justificaci n,  as  como  tampoco  cuestionesó ó í  

referidas al derecho de propiedad sobre bienes o donde la agresi n deló  

derecho no conste fehacientemente.

Pero no solo eso, por la particular naturaleza y estructura del 

procedimiento de protecci n, no se sabe con exactitud el conjunto deó  

los puntos controvertidos que requerir n prueba; no se establece uná  

per odo  formal  de  prueba;  no  se  establecen  criterios  o  reglas  paraí  

determinar la admisibilidad de los medios de prueba ni recursos en 

caso  de  agregar  hechos  no controvertidos  o  restar  hechos  que  son 

discutidos  entre  las  partes.  Todo  ello  da  cuenta  de  la  extrema 

precariedad epist mica del procedimiento de protecci n.é ó

Como surge de lo expuesto, en el caso de marras no es posible 

advertir un derecho de car cter indubitado al que se pueda brindará  

tutela a trav s de la presente v a, y dado que los conflictos objeto delé í  

recurso dicen relaci n con materias controvertidas por las partes,  laó  

acci n deducida no es la v a id nea para resolver la controversia, laó í ó  

que trasciende el recurso de protecci n y no se condice con el car cteró á  

extraordinario y de tramitaci n breve que tiene ste.ó é
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Se pide por evacuado el informe solicitado, y en m rito de loé  

expuesto,  no  acoger  la  acci n  de  Protecci n  interpuesta  por  eló ó  

recurrente, con ejemplar condena en costas.

Se trajeron los autos en relaci n.ó

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que el  recurso de protecci n fue incorporado aó  

nuestra legislaci n como una acci n de naturaleza cautelar en beneficioó ó  

de quien, por causa de actos u omisiones arbitrarias o ilegales, sufriere 

privaci n  o  perturbaci n  en  el  ejercicio  de  diversos  derechosó ó  

constitucionales.  El  ejercicio  de  esta  acci n  protectora,  exige,  comoó  

presupuesto ineludible una acci n u omisi n que revista caracteres deó ó  

ilegal o arbitrario, cuya consecuencia inmediata, origine una situaci nó  

determinante de privaci n, amenaza o perturbaci n para alguno de losó ó  

derechos constitucionales amparados y contenidos en el art culo 19 deí  

la Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

SEGUNDO: Que,  de  lo   expuesto  por  la  recurrente  y  el 

recurrido, como tambi n de los antecedentes aportados por ambos, esé  

posible establecer los hechos siguientes:

1.- Do a Carol Daniela Rocco Veloz en febrero de 2014 ingresñ ó 

a Indap a contrata asimilada a grado 13 de la EUR, como ejecutiva 

integral del rea Temuco. Fue trasladada a los meses a la localidad deÁ  

Puerto Saavedra.

2.- Desde el 7 de marzo de 2016 a junio de 2017, asumi  laó  

subrogancia de la Jefatura de rea con el mismo grado 13.Á

3.-  El  1  de  septiembre  asumi  jefatura  titular  de  rea  conó á  

asignaci n grado 9 EUR, hasta el 14 de enero de 2019.ó

4.-  En  la  fecha  indicada  se  le  inform  asignaci n  de  nuevasó ó  

funciones  como  ejecutiva  integral  de  rea  de  Puerto  Saavedraá  

baj ndosele al grado 10.á

5.-  El  23  de  enero  de  2020  se  le  present  documento  deó  

Aceptaci n de Cargo de profesional grado 11 EUR como ejecutiva deó  

Servicios Integrales en Puerto Saavedra.
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6.-  Luego, mediante Resoluci n Exenta RA N  166/237/2020,ó °  

de fecha 06 de febrero de 2020, registrada con la misma fecha, se 

indic  -err neamente, en una resoluci n masiva- que se prorrogaba laó ó ó  

contrata de la profesional en Grado 10  EUR para el a o 2020.° ñ

7.- Inmediatamente despu s, mediante Resoluci n Exenta RA Né ó ° 

166/238/2020, de id ntica fecha,  06 de febrero de 2020, registradaé  

con  la  misma  fecha,  se  regulariz  lo  respectivo,  design ndose  a  laó á  

profesional  a  contrata  como Ejecutiva  de  Servicios  Integrales  en  la 

Comuna de Saavedra, en Grado 11  EUR desde esa fecha y hasta el°  

31 de Diciembre del a o 2020.ñ

TERCERO:  Que,  en  cuanto  a  la  exigencia  del  recurso  de 

protecci n que exista una acci n u omisi n arbitraria, cabe se alar queó ó ó ñ  

la  arbitrariedad   implica  un  proceder  caprichoso,  carente  de 

razonabilidad,  una  falta  de  proporci n  entre  los  medios  y  el  fin  aó  

alcanzar; o una inexistencia de los hechos que fundamentan un actuar, 

lo  que  pugna  con  la  l gica  y  la  recta  raz n.ó ó  Por  tanto,  es  l gicoó  

suponer y concluir  que un acto fundado y de acuerdo a la  ley no 

puede  ser  calificado  de  arbitrario.  Por  otra  parte,  una  acci n  oó  

proceder es ilegal cuando no se atiende a la normativa por la que debe 

regirse  o cuando un rgano ejerce atribuciones exclusivas  en formaó  

indebida, contrariando la ley.

CUARTO: Que  el  acto  administrativo  que  se  objeta  por  el 

presente recurso, lo constituye la  Resoluci n   de   la   Direcci nó ó  

Nacional   RA    N  166/238/2020, de fecha 06 de febrero de 2020,°  

la que le fue notificada por carta certificada  ingresada  a  las  oficinas 

de  Correos  de  Chile,  el  d a  10  de  febrero  de 2020.í

 Estima esta Corte, que ste se dict   con apego a lo prevenido en elé ó  

art culo 7 de la  Constituci n Pol tica de la  Rep blica y conforme a lasí ó í ú  

facultades establecidas en el art culo  5 letra n) de la ley 18.910, Ley Org nicaí á  

del  Instituto de Desarrollo Agropecuario, habi ndosele notificado  elé  

acto administrativo conforme a lo establecido   en el art culo 46 incisoí  
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primero de la Ley N 19.880.°

QUINTO:  Que,  en  cuanto  a  las  alegaciones  efectuadas  por  el 

recurrente referidas a la falta de fundamentaci n y motivaci n de la resoluci nó ó ó  

objetada,  ha  de  tenerse  en  consideraci n  que  consta  del  decreto  deó  

nombramiento de 6 de febrero de 2020 que lo fue bajo la modalidad de 

contrata como profesional asimilado a Grado 11  E.U.R., hasta el 31 de°  

Diciembre de este a o,  ñ  con la menci n y mientras sean necesarios susó “  

servicios ; y que se funda en los nuevos lineamientos estrat gicos para el” é  

servicio, debiendo ser concordantes estos con los lineamientos  estrat gicosé  

impartidos por el Ministerio de Agricultura, lo que ha vuelto necesario efectuar 

un cambio.

Cuando fue contratada por primera vez, el  1 de febrero de 2014, 

ingres   a  Indap  como  profesional  grado  13  de  la  EUR,ó  

desempe ndose como Ejecutiva Integral en el rea de Temuco. Ahorañá á  

seg n ella misma expresa, contin a desempe ando id ntica funci n enú ú ñ é ó  

Puerto Saavedra con grado 11. El 1 de septiembre de 2018 asumi  laó  

jefatura titular del rea con una asignaci n de grado  9 de la EUR,á ó  

funciones que cumpli  hasta  el 14 de enero de 2019, fecha en que seó  

comunic  que se le asignaban nuevas funciones como ejecutiva integraló  

de rea Puerto Saavedra, baj ndole el grado a 10 de la EUR. Expresaá á  

que a  ella nunca se le habr a notificado la resoluci n que dictamin  laí ó ó  

baja de grado.

SEXTO: Que, en la especie, qued  establecido  como fundamento deó  

la resoluci n impugnada dictada por  el Director Nacional del  ó Instituto de 

Desarrollo  Agropecuario  que  los  cargos  a  contrata  carecen  de  una 

posici n  remuneracional  espec fica,  por  lo  que  compete  al  superioró í  

decidir, conforme a lo prescrito en el art culo 10 de la ley 18.834, uní  

grado de asimilaci n al estamento correspondiente. La asignaci n deó ó  

un  grado  ser  de  acuerdo  a  la  importancia  de  la  funci n  que  seá ó  

desempe a y con la capacidad, calificaci n e idoneidad personal deñ ó  

quien sirva dicho cargo y en consecuencia les corresponder  el sueldo yá  
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dem s remuneraciones de ese grado. La se orita Carol Daniela Roccoá ñ  

Veloz cumpl a funciones de Jefe de rea  de Puerto Saavedra y queí Á  

debido a la nueva estructura y a la asignaci n de nuevas Jefaturas,ó  

orientados al cumplimiento de las actuales pol ticas institucionales fueí  

asignada a la Agencia de rea de Puerto Saavedra, como EjecutivaÁ  

Integral, grado 11 de la EUR. En conclusi n el recurrente ha vuelto aó  

desempe ar un cargo con id nticas funciones a aquellas que tuvo elñ é  

2014 cuando ingres  al servicio, pero con dos grados m s de la EUR,ó á  

ascendiendo del grado 13 al  11.

S PTIMO:É  De esta forma, es dable concluir que el acto administrativo 

impugnado por esta v a, se ajusta a derecho por estar amparado en lasí  

normas legales citadas en los fundamentos que preceden, dentro los 

m rgenes  que autoriza la administraci n y en uso de las  facultadesá ó  

legales. Adem s, en tal virtud, tampoco puede considerarse como unaá  

decisi n  arbitraria  por  cuanto  obedecen  a  un  razonamientoó  

concordante con un imperativo legal, lo que  se estima suficiente para 

desechar la idea de haber sido adoptada por un mero capricho del 

recurrido. 

OCTAVO: Que, as  las cosas, í no habiendo existido ilegalidad ni 

arbitrariedad en dictaci n del  Acto  Administrativo  cuestionado,  queó  

deba  y  pueda  ser  subsanada  mediante  las  facultades  que  el 

conocimiento de esta acci n otorga a esta Corte, la acci n deducida noó ó  

podr  prosperar, toda vez que sta garantiza el leg timo ejercicio de losá é í  

derechos  y  garant as  que  se ala  el  art culo  20  de  la  Constituci ní ñ í ó  

Pol tica  de  la  Rep blica  cuando  stos  sean  vulnerados  privados,í ú é –  

perturbados  o  amenazados-  mediante  actuaciones  positivas  o 

abstenciones que sean ilegales o arbitrarias. De esta manera y como se 

expres  en  el  considerando  que  antecede,  la  falta  de  ilegalidad  yó  

arbitrariedad de la actuaci n del recurrido debe llevar necesariamenteó  

al rechazo de la acci n intentada.ó
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NOVENO:  Que,  sin  perjuicio  de  lo  anterior,  cabe  se alar  queñ  

tampoco es posible considerar en la especie el  principio de la confianza 

leg tima, atendido que ste se entiende que existe cuando se ha desempe ado elí é ñ  

cargo o mantenido un grado por varios a os, y en la especie, el recurrenteñ  

obtuvo el grado 9 como Jefe de rea por un corto espacio de tiempo, que fueÁ  

inferior a  un a o. ñ

Por  estas  consideraciones  y  visto,  adem s,  lo  dispuesto  en  elá  

art culo  20  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y  Autoí ó í ú  

Acordado de la Excma. Corte Suprema de Justicia sobre Tramitaci nó  

del  Recurso  de  Protecci n  de  Garant as  Constitucionales,  ó í SE 

RECHAZA la  acci n  constitucional  deducida  por   do a  ó ñ CAROL 

DANIELA ROCCO VELOZ, en contra de Instituto de Desarrollo 

Agropecuario  INDAP,  representado  por  su  Director  Nacional,  don 

Carlos Recondo Lavanderos, con costas.

Redacci n de la Ministra (S) do a Mirna Espejo Gui ez.ó ñ ñ

Reg strese y arch vese en su oportunidad.í í
Protecci n-1188-2020ó . (fcv)
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Pronunciado por la Segunda Sala de la C.A. de Temuco integrada por Ministra Maria Georgina Gutierrez A. y Ministra

Suplente Mirna Espejo G. Temuco, once de agosto de dos mil veinte. Se hace presente que el abogado integrante Sr.

Roberto Fuentes Fernández, no firma, no obstante haber concurrido a la vista de la causa y al acuerdo respectivo, por

encontrarse ausente.

En Temuco, a once de agosto de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 05 de abril de 2020, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl
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